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Un estereotipo es una preconcepción generalizada que surge al adscribir a 
las personas ciertos atributos o roles en razón de su aparente pertenencia 
a un determinado grupo social1. Como una forma de organizar y categori-
zar la información recibida, estereotipar constituye una función cognitiva 
LQGLVSHQVDEOHSDUDVLPSOLÀFDUHOHQWHQGLPLHQWRGHODUHDOLGDG6LQHPEDU-
go, este proceso mental resulta problemático cuando opera para ignorar 
necesidades, deseos, habilidades y circunstancias de las personas que se 
traduzcan en la negación de ciertos derechos o la imposición de ciertas 
cargas. Cuando esta operación se institucionaliza a través del Derecho, el 
efecto resulta particularmente pernicioso ya que otorga fuerza y autoridad 
al estereotipo, hasta que la sociedad acepta la generalización de manera 
acrítica y la reproduce una y otra vez. 
Entre las preconcepciones más comunes y extendidas es la que consi-
dera que las mujeres son más aptas que los hombres para encargarse del 
FXLGDGRGHORVPHQRUHV5HFLHQWHPHQWHOD3ULPHUD6DODGHOD6XSUHPD&RUWH
de Justicia de la Nación analizó una disposición en el Código Civil para 
el Distrito Federal que recoge precisamente esta generalización. En efecto, el 
artículo 282, apartado B, fracción II, tercer párrafo, de dicho ordenamiento 
establece una preferencia en favor de la madre en casos de disputa sobre la 
guarda y custodia de menores de doce años, con la única excepción de que 
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exista violencia o peligro grave para el niño o niña2. Por mayoría de cuatro 
YRWRVOD6DODFRQFOX\yHQHODPSDURHQUHYLVLyQTXHWDOGLVSRVLFLyQ
es respetuosa de la Constitución Federal, siempre y cuando la preferencia 
que establece no se entienda literal y excluyente en forma automática de la 
ÀJXUDSDWHUQDRGHRWURVIDPLOLDUHVVLQRTXHODGHFLVLyQVREUHODFXVWRGLD
esté siempre orientada por el interés superior de la niñez. 
A continuación, expondremos las razones por las que estimamos que la 
solución ofrecida por la mayoría de los ministros no maximiza el derecho 
a la igualdad y deja "viva" una norma jurídica que refuerza un estereotipo 
de género. En efecto, a nuestro juicio el artículo 282, apartado B, fracción 
II, tercer párrafo, del Código Civil para el Distrito Federal no supera el es-
crutinio constitucional de las normas jurídicas que establecen distinciones 
basadas en sexo y vulnera tanto el principio del interés superior de la niñez 
como el derecho a la no discriminación. Por ende, debió haberse declarado 
frontalmente su inconstitucionalidad. En este sentido, el presente trabajo 
recoge sustancialmente la posición de la ponencia del Ministro José Ramón 
Cossío Díaz sobre la regla de preferencia maternal en la custodia, misma 
TXHTXHGyUHÁHMDGDHQHOYRWRSDUWLFXODUIRUPXODGRHQHODPSDURUHIHULGR
La relevancia de este asunto es palpable. Al día de hoy, hay catorce 
entidades federativas, incluido el Distrito Federal, que tienen prevista la 
2 Artículo 282 (Código Civil para el Distrito Federal). Desde que se presenta la demanda, 
la controversia del orden familiar o la solicitud de divorcio y solo mientras dure el juicio, se 
dictarán las medidas provisionales pertinentes; asimismo en los casos de divorcio en que no 
se llegue a concluir mediante convenio, las medidas subsistirán en tanto se dicte sentencia 
interlocutoria en el incidente que resuelva la situación jurídica de los hijos o bienes, según 
corresponda y de acuerdo a las disposiciones siguientes:
[…]
Una vez contestada la solicitud:
I. […]
II. Poner a los hijos al cuidado de la persona que de común acuerdo designen los cónyuges, 
pudiendo éstos compartir la guarda y custodia mediante convenio.
(QGHIHFWRGHHVHDFXHUGRHO-XH]GHOR)DPLOLDUUHVROYHUiFRQIRUPHDO7tWXOR'pFLPR6H[WR
del Código de Procedimientos Civiles, tomando en cuenta la opinión del menor de edad.
Los menores de doce años deberán quedar al cuidado de la madre, excepto en los casos de 
violencia familiar cuando ella sea la generadora o exista peligro grave para el normal desa-
rrollo de los hijos. No será obstáculo para la preferencia maternal en la custodia, el hecho de 
que la madre carezca de recursos económicos. 
[énfasis añadido]
 $PSDURHQUHYLVLyQIDOODGRSRUOD3ULPHUD6DODGHOD6XSUHPD&RUWHGH-XVWLFLDGH
la Nación el cuatro de diciembre de dos mil trece, por mayoría de cuatro votos, en contra del 
emitido por el Ministro José Ramón Cossío Díaz.
251José Ramón Cossio Díaz y Luz Helena Orozco y Villa
regla de preferencia maternal en la custodia en sus ordenamientos civiles4. 
Es decir, casi la mitad de los estados de la República establecen en sus 
códigos que debe preferirse a la madre por encima del padre al momento 
de decretar la custodia de los niños, basándose para ello únicamente en el 
sexo de la persona. El rango de edad de los menores previsto en la regla de 
preferencia varía en cada estado, partiendo de la lactancia (Nayarit) hasta 
ORVGRFHDxRV'LVWULWR)HGHUDO(VWDGRGH0p[LFR+LGDOJR\6LQDORDVLQ
que el legislador motive en caso alguna la razón de dicha variación. 
Además de la prevalencia de la regla —en un contexto jurídico en 
el que, en comparación con el siglo pasado, las normas jurídicas que es-
tablecen distinciones basadas en sexo son la excepción— la importancia 
de su análisis se robustece si se toma en consideración que la posición de 
la ponencia sobre la constitucionalidad de la preferencia maternal no ha 
permanecido estática y aquí se expone el razonamiento que subyace a su 
evolución5. Actualmente existen nuevos elementos —como son la evidencia 
FLHQWtÀFDHQHOWHPD\ODVGLÀFXOWDGHVHQIUHQWDGDVSRUQXHVWURVyUJDQRV
jurisdiccionales en la aplicación del criterio ofrecido por la mayoría de la 
3ULPHUD6DOD³TXHRULHQWDQODSRVWXUDHQHOVHQWLGRGHTXHHVWHWLSRGH
preceptos son contrarios a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y no hay interpretación conforme que los pueda "salvar". 
4 Las entidades federativas que establecen la preferencia maternal en la custodia de los me-
nores de edad en sus legislaciones correspondientes son las siguientes: Baja California Sur 
DUWtFXORGHO&yGLJR&LYLOSDUDHO(VWDGR/LEUH\6REHUDQRGH%DMD&DOLIRUQLD6XUChiapas 
(artículo 256 del Código Civil para el Estado de Chiapas), Chihuahua (artículos 247 y 267 
del Código Civil del Estado de Chihuahua), Distrito Federal (artículo 282 del Código Civil 
para el Distrito Federal), Durango (artículo 255 del Código Civil), Estado de México (artículo 
495 del Código Civil del Estado de México), GuerreroDUWtFXORGHOD/H\GH'LYRUFLRGHO
Estado de Guerrero), Hidalgo (artículo 109 de la Ley para la Familia del Estado de Hidalgo), 
Morelos DUWtFXOR GHO&yGLJR)DPLOLDUSDUD HO(VWDGR/LEUH\6REHUDQRGH0RUHORV
Nayarit (artículo 275 del Código Civil para el Estado de Nayarit), PueblaDUWtFXORGHO
&yGLJR&LYLOSDUDHO(VWDGR/LEUH\6REHUDQRGH3XHEODSinaloa (artículo 161 del Código 
)DPLOLDUGHO(VWDGRGH6LQDORDSonoraDUWtFXORGHO&yGLJRGH)DPLOLDSDUDHO(VWDGR
GH6RQRUD\Tabasco (artículo 280 del Código Civil para el Estado de Tabasco).
5/RVDVXQWRVHQORVTXHOD3ULPHUD6DODKDDQDOL]DGRGLVSRVLFLRQHVTXHHVWDEOHFHQODSUHIHUHQ-
FLDPDWHUQDOHQODJXDUGD\FXVWRGLDVRQHODPSDURGLUHFWRHQUHYLVLyQUHVXHOWRHO
nueve de junio de dos mil cuatro, bajo la ponencia del Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo, 
SRUXQDQLPLGDGGHYRWRVGHORVLQWHJUDQWHVGHOD6DODHODPSDURGLUHFWRHQUHYLVLyQ
UHVXHOWRHOGLHFLVLHWHGHMXQLRGHGRVPLOQXHYHEDMRODSRQHQFLDGHO0LQLVWUR-XDQ16LOYD
0H]DSRUPD\RUtDGHFXDWURYRWRVGHORVLQWHJUDQWHVGHOD6DOD\HQHOTXH&RVVtRIRUPXOy
YRWRFRQFXUUHQWH\HODPSDURGLUHFWRHQUHYLVLyQUHVXHOWRHOVLHWHGHPDU]RGH
dos mil doce, bajo la ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, por unanimidad 
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I. Antecedentes del caso particular resuelto por la Primera Sala
En el marco de un juicio de divorcio, el padre de dos menores de edad 
SURPRYLyXQLQFLGHQWHDÀQGHTXHVHGHFUHWDUDHOHMHUFLFLRGHODJXDUGD
y custodia de los niños a su favor. El juez de primera instancia le dio la 
razón, con la salvedad de que la reincorporación al núcleo familiar de una 
de las menores —que aún vivía con su madre— fuera gradual para evitar 
cambios drásticos. 
En contra de dicha determinación, el padre interpuso recurso de ape-
lación al estimar que la reincorporación de la menor debía ser inmediata, 
toda vez que a su juicio ya estaba acreditado que la madre no era la persona 
idónea para cuidar a sus hijos. Por su parte, la madre también apeló la sen-
tencia, aduciendo que el juez había valorado indebidamente los dictámenes 
psicológicos recabados durante el procedimiento en los que se advertía 
que los menores preferían estar con ella y que su cuidado representaba un 
mejor entorno para su desarrollo. Asimismo, la madre señaló que, conforme 
al Código Civil para el Distrito Federal, sus hijos, al ser menores de doce 
años, debían quedar bajo su cuidado, pues no se había comprobado que 
ella ejerciera violencia contra ellos o los pusiera en peligro, las cuales son 
las únicas excepciones previstas en el ordenamiento civil. En su fallo, el 
WULEXQDOGHDO]DGDPRGLÀFyODVHQWHQFLDGHSULPHUDLQVWDQFLDDÀQGHTXH
la entrega de la menor a su padre fuera inmediata al considerar que lo más 
EHQpÀFRHUDTXHORVPHQRUHVSHUPDQHFLHUDQHQHOPLVPRQ~FOHRIDPLOLDU
La madre promovió juicio de amparo en contra de dicha resolución, ar-
JXPHQWDQGRHVHQFLDOPHQWHTXHOD6DODGHVHJXQGDLQVWDQFLDKDEtDYLROHQWDGR
GHYRWRVGHORVLQWHJUDQWHVGHOD6DOD\HQHOTXH&RVVtRIRUPXOyYRWRFRQFXUUHQWH'HHVWRV
WUHVFDVRVVHDGYLHUWHODHYROXFLyQKHUPHQpXWLFDTXHKDWHQLGROD3ULPHUD6DODHQHOWHPD
migrando de la estimación de simple constitucionalidad de la preferencia maternal en la 
custodia hasta su interpretación conforme, este último siendo el criterio que actualmente rige 
y del que Cossío expresó su disenso. Inicialmente, Cossío estimó que la preferencia maternal en 
la custodia era acorde con la Constitución (con fundamento en el artículo 16 del Protocolo Adi-
cional a la Convención Americana de Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
6RFLDOHV\&XOWXUDOHVSRUORTXHGHVGHHODPSDURGLUHFWRHQUHYLVLyQVHVHSDUyGHOD
interpretación conforme propuesta por la mayoría. El criterio mayoritario se ha reiterado en el 
DPSDURGLUHFWRHQUHYLVLyQUHVXHOWREDMRODSRQHQFLDGHO0LQLVWUR$UWXUR=DOGtYDU
/HORGH/DUUHDDSUREDGRSRUPD\RUtDGHWUHVYRWRVGHORVLQWHJUDQWHVGHOD6DOD\HQHOTXH
&RVVtRYRWyHQFRQWUDDVtFRPRHQHODPSDURGLUHFWRHQUHYLVLyQUHVXHOWRHOGRFH
GHMXQLRGHGRVPLOWUHFHEDMRODSRQHQFLDGHOD0LQLVWUD6iQFKH]&RUGHURSRUXQDQLPLGDGGH
YRWRVGHORVLQWHJUDQWHVGHOD6DOD\HQHOTXHVHUHVHUYyHOGHUHFKRDIRUPXODUYRWRFRQFXUUHQWH
253José Ramón Cossio Díaz y Luz Helena Orozco y Villa
el artículo 282, apartado B, fracción II, tercer párrafo, del Código Civil para el 
Distrito Federal, pues pasó por alto la preferencia materna en la custodia de los 
menores de doce años, ya que no se actualizó ninguna de las excepciones que 
prevé la disposición. El Juez de Distrito que conoció del asunto estimó que, si 
bien en el caso era aplicable el artículo citado por la quejosa, tal disposición era 
contraria a la Constitución y a la Convención de los Derechos del Niño toda 
vez que, al prever una preferencia absoluta en favor de la madre, se vulnera-
ba el principio del interés superior del menor al impedir la consideración de 
todos los elementos y circunstancias que permitirían tener una mayor certeza 
VREUHFXiOHVHOHVFHQDULRPiVEHQpÀFRSDUDORVPHQRUHV(QFRQVHFXHQFLDHO
juez no aplicó el artículo y concluyó que del material probatorio que obraba 
en el expediente se podía sostener que debía entregarse a la menor de forma 
LQPHGLDWDDVXSDGUHSXHVGHORFRQWUDULRVHSRQGUtDHQULHVJRDODQLxD6LQ
HPEDUJRFRQFHGLyHODPSDURDODTXHMRVDDÀQGHTXHVHDFODUDUDHOUpJLPHQ
de visitas entre la madre y sus hijos. La madre recurrió dicha determinación 
DQWHOD3ULPHUD6DODGHOD6XSUHPD&RUWHGH-XVWLFLDGHOD1DFLyQ
II. Consideraciones de la Primera Sala que sustentan el fallo
/D3ULPHUD6DODFRQÀUPyODVHQWHQFLDUHFXUULGDDXQTXHSRUGLVWLQWDVFRQVLGH-
UDFLRQHVDODVH[SUHVDGDVSRUHO-XH]GH'LVWULWR/D6DODVRVWXYRTXHHODUWtFXOR
282, apartado B, fracción II, tercer párrafo, del Código Civil para el Distrito 
Federal es acorde con la Constitución si se interpreta en el sentido de que la 
preferencia materna en él establecida no debe entenderse de manera literal 
\H[FOX\HQWHHQIRUPDDXWRPiWLFDGHODÀJXUDSDWHUQDRGHRWURVIDPLOLDUHV
Así, en la sentencia se recuperaron las consideraciones expresadas en el 
DPSDURGLUHFWRHQUHYLVLyQ³TXHFRQVWLWX\HHOSULPHUSUHFHGHQWH
de la posición mayoritaria. Así, se sostuvo que "resulta innegable que en los 
primeros meses y años de vida, las previsiones de la naturaleza conllevan 
XQDLGHQWLÀFDFLyQWRWDOGHOKLMRFRQODPDGUHQRVyORSRUODVQHFHVLGDGHV
biológicas del menor en cuanto a la alimentación a través de la leche materna, 
sino —y como lo han ido desarrollando diversos especialistas en la materia 
a nivel internacional—, el protagonismo de las madres en la conforma-
ción de la personalidad de sus hijos durante la primera etapa de su vida 
resulta determinante en el desarrollo de su conducta hacia el futuro"6. Por 
63iJLQDVDGHODVHQWHQFLDUHODWLYD6LELHQUHFRQRFHPRVHOORDEOHHVIXHU]RGHO0LQLVWUR
SRQHQWHHQGRFXPHQWDUFRQH[WHQVDELEOLRJUDItDODMXVWLÀFDFLyQGHODSUHIHUHQFLDPDWHUQDOHQ
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HOOR³DÀUPyODPD\RUtD³UHVXOWDYiOLGRTXHHOOHJLVODGRURSWHSRURWRUJDU
preferencia a la madre en el momento de atribuir la guarda y custodia de un 
menor, aunque "este tipo de normas no deben ser interpretadas en clave de 
un estereotipo en el que la mujer resulte, per se, la persona más preparada 
para tal tarea". 
Con esta construcción argumentativa, la mayoría estimó que el ordena-
miento jurídico no puede partir de que exista una presunción de idoneidad 
absoluta a favor de alguno de los progenitores, pues en principio tanto el 
padre como la madre están igualmente capacitados para atender de modo 
conveniente a los hijos. Es por ello —se concluyó—, que el juez debe reali-
zar una interpretación conforme de la disposición y tomar la decisión sobre 
la guarda y custodia únicamente atendiendo al interés superior del menor, 
valorando las circunstancias especiales en cada caso concreto y atendiendo 
QRVyORDOPHQRUSHUMXLFLRTXHVHOHSXHGDFDXVDUVLQRDOPD\RUEHQHÀFLR
que se le pueda generar. 
¢4XpVLJQLÀFDTXHOD3ULPHUD6DODRUGHQHDORVRSHUDGRUHVMXUtGLFRVD
realizar una "interpretación conforme" del artículo? Que se considera que 
la norma jurídica es acorde con la Constitución si se interpreta en el modo 
señalado y que, por ende, permanece en el ordenamiento jurídico para su 
aplicación.
III. Motivos de disenso
&RPR\DDGHODQWDPRVOtQHDVDUULEDOD6XSUHPD&RUWHGH-XVWLFLDGHOD1DFLyQ
KDLGRPRGLÀFDQGRODLQWHUSUHWDFLyQGHODVQRUPDVUHODWLYDVDODSUHIHUHQFLD
materna en casos de disputa sobre la guarda y custodia de menores. En un 
primer momento, el tribunal estimó que la madre es "la más capacitada para 
DWHQGHUORVFRQHÀFDFLDHVPHUR\FXLGDGRQHFHVDULRV7 6pSWLPD\2FWDYD
la custodia, nos parece que, con fundamento en los artículos 79 y 80 del Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles —de aplicación supletoria en el juicio de amparo en términos del artículo 
GHOD/H\GH$PSDURORSURFHGHQWHHUDUHFXUULUDXQDRSLQLyQFLHQWtÀFDHVSHFLDOL]DGD/R
DQWHULRUWRGDYH]TXHFRPRH[SRQGUHPRVPiVDGHODQWHDQXHVWURMXLFLRODHYLGHQFLDFLHQWtÀFD
debía constituir un elemento toral de juicio en la evaluación de la constitucionalidad de la norma, 
lo que no debía limitarse a referencias marginales a pie de página sino integrarse de manera 
formal, en términos legales, al razonamiento judicial.
79pDVHODWHVLVDLVODGDGHODH[WLQWD7HUFHUD6DODGHUXEUR*8$5'$<&8672',$'(81
0(125'(%(2725*É56(/($/$0$'5(+$67$/$('$'/(*$/SXEOLFDGDHQ
HO6HPDQDULR-XGLFLDOGHOD)HGHUDFLyQ2FWDYDeSRFDWRPRI, Primer Parte, enero a junio de 
SiJLQD
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eSRFDDOXGLHQGRDXQDHVSHFLHGHDSWLWXGQDWXUDOVXUJLGDGHODPDWHUQLGDG
SDUDODVODERUHVGHFXLGDGR'HVSXpVMXVWLÀFyODUHJODGHSUHIHUHQFLDFRQDU-
gumentos socioculturales, en el sentido de que la preferencia "tiene sustento 
en la realidad social y en las costumbres imperantes dentro del núcleo social 
nacional"8. Finalmente, el criterio mayoritario actual sostiene la constituciona-
lidad de la regla de preferencia maternal mientras no se interprete "en clave 
de estereotipo"9(VWDHYROXFLyQKHUPHQpXWLFD UHÁHMD ODFRPSOHMLGDGGH OD
cuestión a resolver, misma que necesariamente está relacionada con la fuerza 
de los patrones culturales y su impacto en el Derecho. 
$ÀQGHH[SRQHUODVUD]RQHVSRUODVTXHQRFRLQFLGLPRVFRQODVHQWHQFLD
GHOD3ULPHUD6DODGLYLGLUHPRVODH[SRVLFLyQHQWUHVDSDUWDGRV(QSULPHU
lugar, destacaremos el peso de la cultura en el análisis constitucional de 
la regla de preferencia maternal en la custodia y cómo, a nuestro parecer, la 
Corte no ha utilizado el escrutinio aplicable al caso al tratarse de una me-
dida legislativa que establece una distinción basada en el sexo. Después, 
DQDOL]DUHPRVODHYLGHQFLDFLHQWtÀFDFRPRHOHPHQWRGHMXLFLRSDUDHYDOXDU
la constitucionalidad de dicha regla. Finalmente, demostraremos por qué 
a nuestro parecer la interpretación conforme propuesta por la mayoría 
lejos de maximizar la Constitución, convalida un estereotipo de género y 
no garantiza la observancia efectiva del interés superior del menor por los 
operadores jurídicos. 
A. El peso de la cultura y el tipo de escrutinio constitucional aplica-
ble al caso
Nos parece que, inmersa aún en un contexto sociocultural en el que prevalece 
la concepción generalizada de que la mujer es más apta y capacitada para 
HOFXLGDGRGHORVQLxRVOD6XSUHPD&RUWHKDVLGRUHQXHQWHDFXHVWLRQDU
frontalmente una regla de preferencia cuyo origen está profundamente 
enraizado en la sociedad mexicana. Es decir, el análisis constitucional de la 
regla de preferencia maternal se ha visto empañado en buena medida por 
las propias experiencias y convicciones, las cuales, obviamente, no están 
GDGDVHQHOYDFtRVLQRHQXQHQWRUQRFXOWXUDOHVSHFtÀFR
8$PSDURGLUHFWRHQUHYLVLyQUHVXHOWRHOQXHYHGHMXQLRGHGRVPLOFXDWUREDMROD
ponencia del Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo, por unanimidad de votos de los integrantes 
GHHVWD3ULPHUD6DOD
9$PSDURGLUHFWRHQUHYLVLyQUHVXHOWRHOVLHWHGHPDU]RGHGRVPLOGRFHEDMROD
ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, por unanimidad de votos de los inte-
JUDQWHVGHHVWD3ULPHUD6DOD\HQHOTXH&RVVtRIRUPXOyYRWRFRQFXUUHQWH
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'HDKtTXHLQLFLDOPHQWHVHKD\DMXVWLÀFDGRWDOUHJODFRQHODUJXPHQWRGH
la supuesta idoneidad biológica y moral de las mujeres para las labores 
de cuidado de los niños, después se haya aludido precisamente a la realidad 
VRFLDO\ODVFRVWXPEUHVLPSHUDQWHVGHOSDtV\ÀQDOPHQWHVHSUHWHQGDGHIHQ-
der su constitucionalidad a través de una interpretación conforme que tiene 
como consecuencia suprimir todo valor normativo a la regla de preferencia 
proponiendo una lectura contraria incluso al texto literal del artículo:
Artículo 282 (Código Civil para el Distrito Federal). […]
Los menores de doce años deberán quedar al cuidado de la madre, excepto en los casos 
de violencia familiar cuando ella sea la generadora o exista peligro grave para el normal 
desarrollo de los hijos.
[…] 
 Lo cierto, a nuestro juicio, es que estamos frente a una norma jurídica 
que establece una distinción basada en el sexo de la persona, lo que generaría 
la obligación para el juez constitucional de realizar un escrutinio estricto de la 
GLVSRVLFLyQ6LWXDGRVHQHOWHUUHQRDQDOtWLFRSURSLRGHOGHUHFKRDODLJXDO-
dad, se trata de una "categoría sospechosa" en términos del artículo 1° de la 
Constitución Federal.10 Es decir, en principio, las normas jurídicas no deben 
establecer distinciones con base en el origen étnico o nacional, el género, 
la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la 
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra 
que atente contra la dignidad humana. Aquellas que lo hacen deben tener una 
PX\EXHQDMXVWLÀFDFLyQSDUDHOORFRPRSXHGHQVHUSRUHMHPSORODVDFFLRQHV
DÀUPDWLYDVFX\RREMHWRHVMXVWDPHQWHFRPEDWLUXQDGHVLJXDOGDGHVWUXFWXUDO
LQWURGXFLHQGRXQDGLVWLQFLyQSXHVGHQRHVWDUVXÀFLHQWHPHQWHPRWLYDGDV
se genera la suspicacia de que se trata de medidas discriminatorias. 
En consecuencia, somos de la opinión de que resultaba imperativo 
examinar cuidadosamente la regla de preferencia maternal, juzgando su 
ÀQDOLGDGHOLQWHUpVVXSHULRUGHOPHQRUODDGHFXDFLyQRJUDGRGHFRQH[LyQ
HQWUHODPLVPD\HOÀQLGHQWLÀFDGR\HOJUDGRHQTXHVXXVRSXHGHFRQVL-
GHUDUVHQHFHVDULR\SURSRUFLRQDOSDUDDOFDQ]DUHVHÀQ
10 Artículo 1° (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos).
[..] Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la 
edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, 
las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana 
y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.
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(VWHHVWXGLRQRVHUHDOL]yHQODVHQWHQFLDGHOD3ULPHUD6DOD$SHVDUGH
estar frente a una norma jurídica que utiliza una "categoría sospechosa", 
la mayoría de los ministros optó metodológicamente por reconocer "el 
protagonismo de las madres en la conformación de la personalidad de 
sus hijos durante la primera etapa de su vida", citando para ello literatura 
FLHQWtÀFD'HHVWDPDQHUDVHSUHWHQGLy MXVWLÀFDUDO OHJLVODGRUTXHRSWH
por otorgar preferencia a la madre en el momento de atribuir la guarda y 
custodia de un menor, mientras —insiste la resolución— no se interprete 
la norma en clave de un estereotipo o idoneidad absoluta. A partir de lo 
anterior, la sentencia ordenó realizar una interpretación conforme del ar-
tículo 282, apartado B, fracción II, tercer párrafo, del Código Civil para el 
Distrito Federal, de forma tal que el juzgador adopte en el caso concreto 
ODGHFLVLyQTXHQRVyORVHDPHQRVSHUMXGLFLDOVLQRODTXHVHDPiVEHQpÀFD
para el desarrollo integral del menor, FRQLQGHSHQGHQFLDGHODFRQÀJXUDFLyQ
OHJLVODWLYDHVSHFtÀFD 
Diferimos, respetuosamente, de este proceder, ya que al tratarse de 
una norma jurídica que establece una distinción basada exclusivamente en 
el sexo, debía haberse analizado la disposición con mucho mayor rigor. El 
escrutinio en cuestión implicaba, en primer lugar, conocer la posición de la 
ciencia en relación a si, efectivamente, un menor de edad estaría mejor con 
su madre en vez de su padre en caso de que sus progenitores interrum-
pieran la cohabitación. Lo anterior toda vez que el análisis constitucional 
de la regla de preferencia incluía etapas en las que debía comprobarse la 
UDFLRQDOLGDGLQVWUXPHQWDOGHODQRUPDFRQH[LyQHQWUHPHGLRV\ÀQHV
Así, de estimarse como falsa la premisa, nuestra obligación como órgano 
de control de la Constitución Federal era invalidar la regla de preferencia 
por ser contraria al derecho a la igualdad y al principio del interés supe-
rior del menor. 
En este sentido, la primerísima cuestión que, a nuestro parecer, debió 
estudiarse, era la siguiente: ¢5HVXOWDPiVEHQpÀFRSDUDXQPHQRUHQWpUPLQRV
ELROyJLFRVSVLFROyJLFRV\VRFLDOHVSHUPDQHFHUDOODGRGHVXPDGUHTXHGHVXSDGUH
HQHOFDVRGHTXHVXVSURJHQLWRUHVGHFLGDQLQWHUUXPSLUODFRKDELWDFLyQ" 
%/DHYLGHQFLDFLHQWtÀFDVREUHHOFXLGDGRGHORVKLMRVSUHIHUHQWHPHQ-
WHDSDUWLUGHODÀJXUDPDWHUQD
Confrontados con esta pregunta, desde la ponencia se requirió al Instituto 
Nacional de Psiquiatría Ramón de la Fuente para que, con su colaboración, 
localizáramos un especialista adecuado para dar respuesta a nuestras in-
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quietudes11. Con fundamento en los artículos 79 y 80 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles —de aplicación supletoria en el juicio de garantías 
en términos del artículo 2° de la Ley de Amparo—, solicitamos una opinión 
MXUtGLFDDO,QVWLWXWR8QDLQYHVWLJDGRUDGHODPi[LPDFDOLÀFDFLyQGLRUHV-
puesta puntual al cuestionario que formulamos y la institución lo remitió 
PHGLDQWHHORÀFLRGHUHIHUHQFLD'6&&12
Como explica el documento remitido, no existe evidencia biológica para 
FRQFOXLUTXHVHUtDPiVEHQpÀFRSDUDXQPHQRUSHUPDQHFHUDOODGRGHVX
madre en el caso de que sus padres decidan interrumpir la cohabitación, sino 
que en situaciones de separación como el divorcio y otros estresores, la exis-
tencia de un cuidador primario estable y sensible a las necesidades del niño 
es el principal factor protector, LQGHSHQGLHQWHPHQWHGHOJpQHURGHORVSDGUHV. 
En este sentido, la especialista da una respuesta precisa y puntual respecto 
a que, ante los nuevos modelos y realidades de las familias humanas, no 
parece posible establecer en términos biológicos una regla de preferencia para 
la custodia de los menores por parte de las madres o de los padres. 
6LQHPEDUJR³FRQWLQ~DODRSLQLyQHVSHFLDOL]DGD³ORVHVWXGLRVPXHV-
tran que el bienestar de los niños y la aceptación de nuevos patrones de 
cuidado dependen al menos en parte de factores culturales prevalecientes 
en el lugar y el momento histórico, siendo mayor el peso de la evidencia 
11 Las disposiciones en cuestión facultan a los tribunales para realizar cualquier diligencia o 
valerse de cualquier persona, cosa o documento para conocer la verdad, sin limitación temporal 
alguna, con la sola restricción de no practicar diligencias u orden pruebas que sean contrarias 
a la ley, ni lesionar su derecho a la igualdad de armas.
12'LFKRGRFXPHQWRVHDQH[yDOYRWRSDUWLFXODUIRUPXODGRHQHODPSDURHQUHYLVLyQ
(OHVWXGLRIXHHODERUDGRSRUOD'UD/L]6RVD0RUDPpGLFDSVLTXLDWUDHVSHFLDOLVWDHQQLxRV\
adolescentes, Coordinadora de la Clínica de la Adolescencia del Instituto Nacional de Psiquiatría 
5DPyQGHOD)XHQWH&3\(OFXHVWLRQDULRGDFRQWHVWDFLyQDODVVLJXLHQWHV
SUHJXQWDV¢5HVXOWDPiVEHQpÀFRSDUDXQPHQRUHQWpUPLQRVELROyJLFRVSVLFROyJLFRV\
sociales, permanecer al lado de su madre que de su padre, en el caso de que sus progenitores 
decidan interrumpir la cohabitación? Lo anterior sin perjuicio de que se estableciera un régimen 
de convivencias semanal o quincenal entre el menor y su padre; 2) ¿Un menor necesita más 
a su madre que a su padre durante su desarrollo, al grado de que si fuera necesario elegir a 
uno de los dos, su progenitora debiera tener preferencia? Lo anterior sin perjuicio de que se 
HVWDEOHFLHUDXQUpJLPHQGHFRQYLYHQFLDVHPDQDORTXLQFHQDOHQWUHHOPHQRU\VXSDGUH(Q
HOVXSXHVWRGHTXHUHVXOWHPiVEHQpÀFRSDUDHOPHQRUSHUPDQHFHUDOODGRGHVXPDGUHHQ
caso de disputa sobre su guarda y custodia, ¿la edad biológica constituye una variable para 
dicha determinación?; 4) ¿La decisión sobre cuál de los padres debe ejercer primordialmente 
las labores de cuidado de un menor debe analizarse caso por caso, o es posible establecer, en 
términos biológicos, psicológicos y sociales, una regla de preferencia?
'RFXPHQWRDQH[RDOYRWRSDUWLFXODUIRUPXODGRHQHODPSDURHQUHYLVLyQSiJLQD
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psicológica de la necesidad de XQFXLGDGRUSULPDULRHPRFLRQDOPHQWHGLVSRQLEOH
FRQTXLHQVHKDHVWDEOHFLGRXQDSHJRVHJXURDOPHQRVHQORVSULPHURVDxRVGHOD
vida14. Así, la especialista destaca que lo más importante para el desarrollo 
de los niños es la presencia de un cuidador sensible y emocionalmente 
disponible a las necesidades del menor, independientemente del género y 
la relación consanguínea. 
A nuestro juicio, estas conclusiones impactan radicalmente en la cons-
titucionalidad del artículo 282, apartado B, fracción II, tercer párrafo, del 
Código Civil para el Distrito Federal, así como de las disposiciones similares 
HQRWUDVHQWLGDGHVIHGHUDWLYDV6LODFLHQFLDPpGLFDGHPRVWUyODLPSRVLELOL-
dad de establecer, en automático y desde la ley, una preferencia materna en 
casos de disputa sobre la guarda y custodia de un menor, entonces la norma 
QRSUHYpXQJUDGRGHFRQH[LyQVXÀFLHQWHSDUDHOREMHWLYRTXHSHUVLJXHHVWR
es, el interés superior de los niños. Por el contrario, su existencia misma 
pone en riesgo al menor, al establecer una regla que no permite tomar en 
consideración todos los elementos y circunstancias que permitirían tener 
XQDFHUWH]DVREUHFXiOHVHOHVFHQDULRPiVEHQpÀFRSDUDpO
$GHPiVDOHVWDEOHFHUXQDGLVWLQFLyQLQMXVWLÀFDGDHQUD]yQGHVH[RHO
legislador del Distrito Federal incurrió en un acto discriminatorio. En efecto, 
ODUHJODGHSUHIHUHQFLDPDWHUQDQRJXDUGDFRUUHVSRQGHQFLDFRQHOÀQTXHOD
motiva (el interés superior del menor), toda vez que se aplica en situaciones 
HQODVTXHQRHVWiMXVWLÀFDGRTXHODJXDUGD\FXVWRGLDVHDWULEX\DDODPD-
dre, afectando innecesariamente los derechos de un grupo de personas (los 
hombres progenitores) que son, así, discriminados por la ley examinada. 
Por lo anterior, estimamos que la disposición que prevé la regla de pre-
ferencia materna vulnera tanto el principio del interés superior del menor 
como el derecho a la igualdad.
&(ODEXVRGHODLQWHUSUHWDFLyQFRQIRUPH
La resolución que recoge la opinión mayoritaria reconoce la importancia de 
que la decisión judicial que atribuya la guarda y custodia de un menor 
debe priorizar su interés y bienestar "sin partir de ninguna predetermina-
ción o prejuicio sexista que otorgue privilegios a la hora de ser conferida 
la responsabilidad de atender y cuidar de los hijos"156LQHPEDUJRGH
14 ,ELGHP página 8.
15 Página 28 de la sentencia relativa.
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manera paradójica, termina por sustentar la constitucionalidad de una 
norma jurídica que incurre precisamente en dicha discriminación. 
6LDÀQGHFXHQWDVGHDFXHUGRFRQHOFULWHULRPD\RULWDULRDODSOLFDUOD
disposición, el juez ha de atender a los elementos personales, familiares, 
materiales, sociales y culturales que concurren en una familia determina-
da, buscando lo que se entiende mejor para el desarrollo integral de los 
hijos, ¿por qué convalidar la constitucionalidad de una regla que se opone 
expresamente a tal ejercicio? 
La sentencia pretende apoyarse en la técnica de interpretación conforme 
a la Constitución para hacer consistente el artículo 282, apartado B, fracción 
II, tercer párrafo, del Código Civil para el Distrito Federal con el artículo 4° 
constitucional que prevé el interés superior del menor. A nuestro parecer, 
este proceder es incorrecto. 
El principio de interpretación de la ley conforme a la Constitución 
consiste en la apreciación de que una ley no ha de ser declarada nula o 
inaplicarse cuando pueda ser interpretada en consonancia con la Consti-
tución. Para ello, se aplica una técnica de selección de sentido normativo 
entre el marco semántico posible del enunciado en cuestión, escogiendo el 
VLJQLÀFDGRDFRUGHRPiVDFRUGHFRQOD&RQVWLWXFLyQ\UHFKD]DQGRDTXpOORV
que la vulneran. ¿Qué presupuesto ineludible tiene la utilización de esta 
técnica? Que exista, al menos, una SRVLELOLGDGLQWHUSUHWDWLYD que sea consti-
tucional. El enunciado jurídico consistente en "Los menores de doce años 
deberán quedar al cuidado del a madre, excepto en los casos de violencia 
familiar cuando ella sea la generadora o exista peligro grave para el nor-
mal desarrollo de los hijos" no tiene esta posibilidad interpretativa. No 
puede leerse de otra manera que como lo que es: una regla de preferencia 
PDWHUQDOHQODFXVWRGLDFRQGRVH[FHSFLRQHVHVSHFtÀFDVTXHQRJDUDQWL]D
el interés superior de la niñez ni respeta el derecho a la igualdad. En este 
sentido, estamos frente a una GXGDLQVDOYDEOH sobre su constitucionalidad. 
La metodología utilizada por la mayoría de los ministros en el caso 
particular no fue recurrir al marco semántico de la disposición ni a sus 
posibilidades interpretativas. No se escogió un sentido normativo dentro 
GHYDULRVSRVLEOHVVLQRTXHOD3ULPHUD6DODSUiFWLFDPHQWHHOLPLQyODIXHU]D
normativa de la disposición e integró una nueva directriz radicalmente dis-
tinta para el juzgador, frontalmente contraria a la literalidad del precepto. 
¢(VHVWDXQDLQYLWDFLyQDLQDSOLFDUODFRQÀJXUDFLyQOHJLVODWLYDGHODJXDUGD
y custodia en las entidades federativas? Efectivamente. ¿Por y para qué, 
entonces, sostener la constitucionalidad de este tipo de disposiciones? La 
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única respuesta que encuentro es el apego a los roles tradicionales de género 
que, hoy sabemos, no están respaldados por la ciencia. 
6LQOXJDUDGXGDVODWpFQLFDGHLQWHUSUHWDFLyQFRQIRUPHDOD&RQVWLWXFLyQ
constituye una herramienta sumamente útil en el control constitucional de 
ODVOH\HV6LQHPEDUJRFRQVLGHUDPRVTXHVXDSOLFDFLyQGHEHVHUUHDOL]DGD
de manera clara y escrupulosa, sin que se generen fraudes a la ley o francas 
tergiversaciones a la obra legislativa. Recordemos que los operadores del 
Derecho también son ciudadanos, no necesariamente peritos en la materia, 
que leen en sus códigos ciertas disposiciones y acuden a tribunales a exigir 
su aplicación. El asunto que aquí reseñamos es un buen ejemplo de ello. La 
decisión de convalidar la constitucionalidad del artículo 282, apartado B, 
fracción II, tercer párrafo, del Código Civil para el Distrito Federal mediante 
la técnica de interpretación conforme disfraza la inconstitucionalidad del 
precepto y deja "viva" una disposición que genera confusión e inseguridad 
jurídica. 
 Más relevante aún, nos parece que la cautela al recurrir a la herramienta 
hermenéutica referida debe incrementarse necesariamente cuando las dispo-
siciones analizadas establecen distinciones arbitrarias basadas en "categorías 
sospechosas". En efecto, optar por la defensa de la constitucionalidad de 
este precepto, cuando la ciencia ha demostrado la falsedad de sus premisas, 
tiene como consecuencia reforzar el estereotipo de género consistente en 
que las mujeres están naturalmente mejor capacitadas que los hombres para 
atender de modo conveniente a los hijos. Esta construcción estereotípica 
a partir del Derecho es justamente lo que el artículo 1° de la Constitución 
está orientado a combatir. Flaco favor le hacemos a la igualdad de género 
MXVWLÀFDQGRXQDQRUPDTXHVHDSR\DHQSUHMXLFLRV
En efecto, esta preconcepción de la PXMHUPDGUH, que de un primer 
YLVWD]RSDUHFLHUDEHQHÀFLDUDODVPXMHUHVHQUHDOLGDGWLHQHFRQVHFXHQFLDV
VLJQLÀFDWLYDV HQRWURV iPELWRV FRPRHV OD VDOXG HO WUDEDMR H LQFOXVR OD
política, construyendo y reforzando un estereotipo que no siempre opera 
en su favor. Implica una generalización que termina por negar derechos e 
imponer cargas en los casos supuestamente atípicos. En este sentido, si el 
estereotipo constituye una falacia lógica, cuando se institucionaliza a través 
del Derecho se transforma además en una franca violación al derecho a la 
igualdad. 
Entonces, ¿cómo podría formularse una regla de preferencia en casos de 
disputa sobre la guarda y custodia de un menor que fuera respetuosa de la 
Constitución? Una posibilidad sería que la decisión favoreciera al cuidador 
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primario emocionalmente disponible con quien el niño o la niña ha estable-
cido un apego seguro al menos en los primeros años de vida. Estadística-
mente hablando, es probable que en la mayoría de los casos fuera la madre 
GHOPHQRU6LQHPEDUJRODIRUPXODFLyQQHXWUDOGHODSUHIHUHQFLDSHUPLWLUtD
atender a la creciente diversidad de los núcleos familiares en nuestro país, 
privilegiando el vínculo cuidador primario-menor sin ideas preconcebidas 
sobre los roles de mujeres y hombres. Ahora bien, esta tarea corresponde al 
legislador. Mientras tanto, ciudadanos y jueces, por su parte, tendrán que 
OLGLDUFRQHOFULWHULRPD\RULWDULRGHOD3ULPHUD6DODTXHFRQYDOLGDODUHJOD
de preferencia maternal y refuerza el estereotipo  
